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			Introducción Militarización y violencia: el costo de la transición democrática

			Más vale que no tengas que elegir 

			entre el olvido y la memoria…

			Joaquín Sabina

			La década 1980 marcó el inicio de la transición democrática más importante de América Latina con el cambio de regímenes militares a instituciones políticas representativas en quince países que mantenían gobiernos autoritarios encabezados por figuras o juntas castrenses.1 A pesar de mencionar que fue una transición, debe señalarse que se trató de varios procesos que ocurrieron en un periodo de 18 años, desde 1978 encabezados por Ecuador y República Dominicana, hasta 1996 con el triunfo de los movimientos de resistencia social en Guatemala (Escobar et al., 2006).

			No obstante, tales procesos no comenzaron ni culminaron con la deposición de los gobiernos militares, pues el establecimiento de instituciones políticas democráticas requirió esfuerzos colectivos —sociales, políticos, empresariales, religiosos e incluso militares— que en algunos casos se siguen construyendo hasta hoy.

			La forma en que se condujeron estas transiciones también fue variada, pues en algunas ocasiones se produjo por el apoyo de células militares disidentes o mediante organizaciones rebeldes que gestaban golpes de Estado, también el colapso económico derivó en el derrumbe de estos gobiernos e incluso ocurrieron procesos ordenados por medio de votaciones populares (Franco, 2015; García, 2016). A pesar de las marcadas diferencias, la fuerte influencia militar sigue presente en la mayoría de los gobiernos de la región latinoamericana, ya sea que hayan atravesado una transición o sin que esto fuera necesario debido a que no existían gobiernos castrenses de facto, aunque sí un amplio control sobre aspectos de la vida pública.

			El escenario actual de América Latina en el que los militares activos o retirados han expandido su influencia en diversas áreas de gobierno hasta consolidarse en cargos representativos de alto nivel en varios países demuestra la debilidad institucional y la fragilidad de los procesos de transición en la región. Esta situación se debe principalmente a la intensa ola de violencia que atraviesa el continente, lo que es resultado de múltiples situaciones, pero que varios de los presidentes latinoamericanos han decidido enfrentar mediante el uso de la fuerza militar, ya no como elementos complementarios sino como actores centrales de sus estrategias de seguridad pública, transformando instituciones policiales civiles en cuerpos militares.2 Este fenómeno de intervención directa e indirecta de las fuerzas castrenses en tareas de seguridad civil se relaciona con la modificación, en los movimientos de resistencia y organización social, contra la violencia criminal y del Estado.

			Incidencia de la violencia en la militarización

			Las transiciones democráticas en América Latina se dieron en un entorno de cambios económicos y sociales. La crisis de la deuda y la apertura de sectores productivos (especialmente los que se refieren a la apropiación y explotación de recursos naturales) a la inversión extranjera generó un intenso flujo de capital que transformó los mercados regionales y dio lugar a la creación de canales comerciales nuevos regulados y a otros irregulares, orientados a suplir los intereses de grupos criminales que se beneficiaban también de la desregulación comercial para el tráfico de productos (armas, drogas, etc.), servicios y personas (Adorno y Salla, 2007). 

			Así, la democratización regional fue producto del contexto mundial en el que la globalización permitió una mayor apertura hacia otros ámbitos que, por un lado, facilitaban el contacto social con procesos externos, pero por otro dificultaban el control y la operación de los grupos militares en el poder. Si bien esto tuvo efectos positivos tanto en la disminución de la pobreza en algunos sectores como en el aumento del crecimiento macroeconómico, también empobreció de forma severa a grupos poblacionales marginados debido al establecimiento de proyectos de explotación ambiental que monopolizaban y destruían el territorio fracturando el tejido social, lo que fomentó la creación de redes criminales que provocaron un dramático aumento de la violencia en toda la región (Azamar y Azamar, 2016; Bergman, 2018; Naim, 2005). 

			En consecuencia, comenzaron a crearse múltiples grupos del crimen organizado (gco) que se caracterizaban por su elevado nivel de coordinación, fortaleza económica, influencia política, capacidad tecnológica y armamento poderoso (De la Corte y Giménez, 2015), lo que dificultaba la capacidad de las corporaciones policiales civiles para enfrentar este reto que además se beneficiaba tanto de la población marginada en situación de pobreza como de los militares retirados una vez depuestos sus regímenes.

			La violencia que provocan los gco se diferenciaba de la de otros grupos criminales por el uso de tácticas militares y de guerrilla, además de la centralización de actividades en entornos urbanos y una fuerte presencia en espacios rurales (Müller, 2018; Makarenko, 2005; Sampó, 2017). La fortaleza de los gco se deriva de la adopción de lógicas militares en su operatividad, lo que ha dado lugar a un pluralismo de violencia en la que el Estado no puede garantizar el monopolio de la fuerza, sino que disputa con estos grupos el control del territorio y las instituciones, ya que carece de la fortaleza para legitimarse socialmente (Desmond y Goldstein, 2010). 

			Los gco no suelen perseguir objetivos políticos, más bien tienen fines económicos y por eso pueden cooperar, organizarse o modificar sus intereses de acuerdo con las acciones de los gobiernos (Pion, 2010). Esto se ha observado en México, donde los cárteles del narcotráfico han operado abiertamente con policías y militares para atacar a grupos rivales, también en la intervención de estos para el amedrentamiento social ante las resistencias a proyectos de explotación ambiental (Azamar, 2020), en cambio han disminuido su actividad durante procesos electorales (Durán, 2018; Schedler, 2015; Trejo y Ley, 2020). Este escenario implica que son los mismos gobiernos los que, ante la falta de capacidad para monopolizar la fuerza, generan acuerdos con los gco para que no se desarrollen conflictos ni enfrentamientos directos de gran magnitud en aras de mantener su capacidad de operación política; sin embargo, esto ha dado lugar a varias situaciones más complejas. 

			En primer lugar a la justificación de los gobiernos para acrecentar la influencia de los militares en tareas de seguridad civil derivada de la incapacidad de las corporaciones policiales para enfrentar a los gco, aunque esto sea por falta de apoyo estatal para mejorar las deficiencias de estas instituciones (Meyer, 2014; Sabet, 2013); en segundo, al ser conscientes de la corrupción institucional, las fuerzas militares son propensas a caer víctimas de este problema; tercero, ante la falta de formación en procesos de atención integral ciudadana, los militares suelen violentar los derechos humanos de agrupaciones o personas vulnerables que tengan posiciones contrarias a las del Estado —en especial las que atañen a la apropiación territorial y la destrucción ambiental (Azamar, 2020; Dammert y Bailey, 2005)—. Esta situación es lo que ha conducido a procesos de militarización tanto al interior de las instituciones como en el uso directo de grupos castrenses para tareas de seguridad pública. A continuación se analizan ambos procesos.

			Seguridad pública en manos de militares

			Hay actividades criminales que se catalogan como tales debido a la influencia mediática y política. Por ejemplo, percibir que una parte de la población es un peligro que requiere ser detenido o exterminado es una de las estrategias que utiliza el Estado para incentivar el uso de fuerzas civiles y militares contra objetivos concretos (Treviño, 2016). Es evidente que existen grupos cuyas acciones sí requieren la intervención de una fuerza del orden, como en el caso de los gco, pero no es necesario expandir infinitamente el tamaño de las instituciones de seguridad para enfrentar estos problemas que suelen ser resultado del empobrecimiento y de la propia violencia del Estado. 

			Ahora bien, dado que los gco se han convertido en la actualidad en un problema mediático y político de gran conveniencia para justificar el uso de la fuerza pública, los gobiernos han burocratizado las instituciones de seguridad de forma que se puedan expandir más allá de sus propias necesidades para lograr intereses ajenos a sus áreas de influencia (Coyne y Hall, 2018). Por ejemplo, al establecer control militar de territorios supuestamente bajo la influencia de los gco se crean enclaves en donde se pueden transformar las dinámicas de trabajo y operación del gobierno con la sociedad, al establecer procesos de violencia contra comunidades que se oponen a sus intereses. Todo ello bajo el supuesto de garantizar la seguridad. 

			Además, el Estado, al delegar las tareas de seguridad pública en cuerpos castrenses, erosiona los limitados controles normativos que existen para que las autoridades administrativas civiles puedan controlar a los militares. Esto es lo que se podría considerar un proceso de militarización directa que ocurre a través del uso específico de estas fuerzas para labores que son específicas de los cuerpos civiles (Hall y Coyne, 2013). 

			El ejemplo más claro que existe en México es el uso de la frase “guerra contra el narcotráfico” para emprender una acción militar en contra de los gco. Así se establece una dinámica mediática y política que crea una amenaza a la que solamente se puede responder por medio del uso de militares, aunque antes de esta situación no existiera el mismo nivel de conflicto que después de la guerra contra el narcotráfico. 

			En este escenario, en nuestro país no se implementaron procesos de mejoramiento normativo y regulatorio de las policías civiles para fortalecerlas ante este reto, sino que se buscó ampliar la permanencia de los militares para esta labor, además se incrementó el presupuesto que recibía esta organización bajo el supuesto de aumentar su eficiencia para la protección social. No obstante, no solo se incrementó la violencia contra la población sino que se desarrolló una vorágine homicida que hasta hoy no se ha podido controlar, cuyo resultado son más de 400 mil víctimas directas de dicha guerra.

			De forma paralela también se han multiplicado los conflictos sociales y la violación de los derechos humanos entre la población que se opone o rechaza de alguna forma los proyectos y megaproyectos públicos y privados que se instalan en sus territorios y tienen como resultado centenas de conflictos en los que se han visto involucrados militares (Guarneros y Zaremberg, 2019).

			Esta no es una situación específica de México, de hecho hay al menos otros doce países en América Latina donde se ha utilizado al ejército de forma directa para resolver problemas de seguridad civil o relacionados con gco (Flores y Zarkin, 2019), todas estas naciones fueron en algún momento dictaduras o regímenes militares con transiciones a la democracia. Cabe destacar que en ningún caso existen experiencias en las que el uso directo de las fuerzas militares haya permitido acabar con los gco y otras amenazas parecidas, por el contrario, se ha multiplicado la violencia, por lo que los grupos criminales se han adaptado a las tácticas militares y ambas agrupaciones se han influido entre sí.

			Resulta interesante, además, que en el caso mexicano el cuerpo castrense se haya ajustado al contexto doméstico para modificar su modelo operativo de forma que se redujeran o incluso eliminaran procesos sistemáticos de tortura y violencia, con la finalidad de mejorar la relación con la sociedad y para disminuir los riesgos de enfrentar condenas internacionales por su actuación (Silva y Padilla, 2020). 

			Esto ha dado lugar al segundo fenómeno que ya se comentaba y que es la militarización indirecta. Se refiere a la transformación de las corporaciones policiales en grupos semimilitares. Este es un aspecto fundamental a tomar en cuenta en el caso de México, sobre todo ante la creación de la Guardia Nacional y la policía minera en este sexenio, agrupaciones de seguridad civil compuestas principalmente por militares. 

			Este fenómeno se produce principalmente por la debilidad de las organizaciones policiales para enfrentar incluso a criminales comunes; sin embargo, se han caracterizado por su tendencia hacia la represión ciudadana —grupos de choque, que en nuestro país se conocieron como granaderos— y su casi ausencia ante conflictos que involucren a criminales con alto poder de fuego aunque no pertenezcan a los gco. 

			En parte esto puede ser resultado de que originalmente las corporaciones policiales en nuestro país se plantearon como meras extensiones de las fuerzas militares debido a que no existía una diferenciación clara entre sus actividades, además tenían como principal función el control social y no tanto la seguridad pública (Pérez, 2018). Así pues, valdría la pena preguntarse, ¿hasta qué grado está militarizada la policía actualmente? (Kraska, 2007). 

			Al respecto se puede mencionar que el fortalecimiento militar de la policía en México comenzó a finales del siglo pasado, con la creación de la policía federal para el establecimiento de un mando único que permitiera el desarrollo de un organismo nacional que agrupara a las corporaciones estatales; aunque se recurrió a los militares para los procesos de entrenamiento, los nuevos mandos también eran militares y se comenzó a utilizar tecnología y armamento de uso exclusivo del ejército (Morales y Pérez, 2014 y 2015), lo que también se reflejó en las corporaciones policiales estatales y municipales que en no pocos casos tuvieron mandos directivos militares (Barrachina y Hernández, 2012). 

			Como resultado de esta situación, las corporaciones policiales están aumentando sus prácticas de tortura y violencia letal sistemática contra la población detenida, encontrándose solo un poco por debajo del ejército en esta situación, lo que implica que la policía está dejando de lado el diálogo para centrarse en conseguir resultados de neutralización de amenazas como sucede en la lógica militar (Magaloni y Rodríguez, 2020; Silva y Padilla, 2020). En este sentido, parece claro que a un mayor proceso de militarización la policía va a tender con mayor facilidad al uso de fuerza letal y la violencia para cumplir con sus objetivos.

			Violencia sistemática en México

			En este libro se recuperan varios casos en los que grupos militares y los policías entran en conflicto con la población civil en varias zonas de nuestro país debido a la construcción de proyectos públicos como el Tren Maya, el Aeropuerto Felipe Ángeles, la Refinería Dos Bocas, entre otros, así como a actividades extractivas de empresas privadas, sobre todo minería, hidrocarburos y agua. Como se ha señalado hasta este punto, es evidente que se han establecido pautas políticas, mediáticas y económicas para denominar a la población en resistencia como una amenaza que debe tratarse al mismo nivel que los gco. Esta situación de uso excesivo y desmedido de violencia contra la inconformidad no ha generado resultados positivos de ninguna forma, por el contrario, ha incentivado que la población rechace con mayor fuerza estas actividades. 

			Por otro lado, y de forma paralela, no es de extrañar que en los espacios donde intervienen policías y militares se hayan multiplicado los crímenes y asesinatos de protectores de la naturaleza. En consecuencia se puede suponer que los proyectos que provocan esta brutal situación se han convertido en la parte central de las estrategias de los gobiernos para sus planes de desarrollo y legitiman su actuar para garantizar su propia existencia.

			Para los estados la afectación en sus actividades productivas o las de las empresas que operan con su venia, se convierte en una amenaza para su existencia, lo que les permite justificar la instalación de lógicas de violencia en contra de quienes los afecten. Dado que los gco no tienen el objetivo de arrebatarles su papel político, entonces la policía y el ejército se convierten en instituciones con el interés prioritario de controlar a la población. 

			Así, los estados ganan la legitimidad de utilizar la fuerza pública para reducir todas las amenazas que pudieran poner en riesgo a la sociedad, pero no es cualquier tipo de violencia la que se utiliza, sino que se parte de la enfocada en destruir absolutamente todas aquellas posiciones que podrían debilitar la estrategia productiva del gobierno y de las empresas. La policía, al contrario del ejército, se utiliza principalmente para el control social y el establecimiento de lógicas de dominio, es una institución disuasiva que sería casi imposible de emplear para transformar de forma tan violenta la vida pública —aunque, vale la pena resaltar que se presentan casos en este libro en los que la policía ha actuado de forma letal y sistemática contra la población—. El ejército, por su parte, cuenta con un entrenamiento enfocado en la eliminación de sus objetivos (asesinato o destrucción total y parcial). No es que sea una máquina de matar, sino que es una institución especializada en la labor de someter de forma violenta a quienes el Estado señale. Por otra parte, sus propios equipos, entrenamiento y capacidades logísticas le permiten lograr acciones de disuasión en territorios donde a la policía le costaría mucho ingresar y maniobrar; por ejemplo, montañas, selvas, desiertos, lagunas. 

			No obstante, el empleo del ejército debe ser legitimado en el plan de acción del Estado, pues la población por sí misma es incapaz de aceptar una acción violenta injustificada, por lo que el ejército se emplea en todo el mundo para labores humanitarias, lo que incrementa su aprobación popular y crea una imagen de unidad nacional que, por supuesto, debe ser avalada y apoyada. Por otro lado, su accionar destructivo se muestra públicamente en pequeñas dosis y solo para demostrar que su actuar se centra en la defensa de amenazas públicas, como el narcotráfico, la guerrilla o para “aplacar o calmar” a las poblaciones que actúan violentamente entre sí.

			El ejército es un recurso de coerción que está vinculado al Estado en tres niveles, el primero se refiere a la integración económica que beneficia la tasa de ganancia, pues en la medida que este actúe y haga su trabajo (destruir), puede fomentar inversión para incrementar su capacidad operativa. El segundo nivel se trata de su papel legitimador que ahora viene a reemplazar a los programas sociales de antaño, ya que en la medida en que apoya a la población tiende a crear nuevamente una dependencia hacia la institución. Por último, el tercer nivel es una garantía de que se van a cumplir las condiciones productivas necesarias para generar recursos económicos para la propia supervivencia del Estado. 

			Así pues, este libro aborda diversas situaciones en México en las que intervienen el ejército y la policía creando escenarios de violencia que en general no operan a favor de la población sino más bien ocurren con la intención de garantizar su propia continuidad, así sea al afectar a la sociedad cuando se alían con criminales o al cometer actos de corrupción. 

			Debido a los evidentes riesgos asociados al análisis del fenómeno de militarización y del extractivismo en los diversos megaproyectos en México, en este libro se optó principalmente por realizar análisis documental y teórico de la situación y recopilar información sobre la militarización en nuestro país, incluyendo la revisión de libros, artículos científicos, informes de organizaciones gubernamentales y de la sociedad civil (osc), así como otros documentos relevantes.

			No obstante, en algunos casos y cuando se tuvo la oportunidad se realizaron visitas de campo, entrevistas semiestructuradas y observación directa en los lugares de conflicto donde ha estado involucrada la policía, el ejército o las empresas a través de actividades extractivas que violentan de alguna forma a la población. Los datos obtenidos en este tipo de ejercicios se han transcrito como parte de la crónica de investigación y para todos los casos se mantiene el anonimato de los testimonios para protección de las personas que amablemente brindaron información. 

			Para terminar, este libro también cuenta con análisis conceptuales y de la situación práctica en los casos donde se realizan ejercicios extractivos que requieren métodos específicos para su comprensión, ya sea por medio de revisión estadística de las actividades de una empresa en un determinado espacio o para la verificación de la existencia de la militarización como una práctica que se lleva a cabo en el país. 

			En el primer capítulo, titulado “Militarismo y extractivismo en México: dos caras de la continua descomposición del capitalismo y el descenso hacia la barbarie”, de Carlos Tornel, se realiza una amplia reflexión sobre la militarización en América Latina y su importancia para el establecimiento de lógicas extractivas en las dinámicas políticas y económicas de la región, terminando con algunos casos que se presentan en la actualidad en nuestro país.

			En el segundo capítulo, denominado “Detrás de la avaricia por los bienes naturales: militarización silenciosa en México”, de Aleida Azamar Alonso, se elabora un análisis histórico detallado sobre la regulación normativa que rige el actuar de las fuerzas armadas en México; asimismo, se estudia cómo las múltiples reformas a la Constitución han permitido que el gobierno utilice de forma arbitraria a esta institución para la protección de proyectos extractivos y de infraestructura públicos y privados; por último, se mencionan varios ejemplos de cómo se presenta esta estrategia militar y policial en el gobierno actual para poderse apropiar de los recursos naturales.

			El tercer capítulo, “Neodesarrollismo verde olivo. Ejército y megaproyectos en los tiempos de la cuarta transformación”, de Carlos A. Rodríguez Wallenius, se presenta una revisión conceptual sobre el neodesarrollismo, los megaproyectos, el militarismo y la militarización y se analiza la diferencia entre los procesos de intervención militar que se articulan actualmente y los del pasado en México. Así, se propone el concepto neodesarrollismo verde olivo para caracterizar el escenario actual del país. 

			En “La fuerza del Estado mediante el extractivismo y el mal llamado desarrollo: amenaza a las comunidades indígenas de Puebla”, de Aleida Azamar Alonso, el cuarto capítulo, se analiza la situación que se presenta en el estado de Puebla respecto a este tema, en donde la policía y los grupos militares de la entidad han atacado abierta y directamente a los movimientos de resistencia de las comunidades que rechazan tanto las actividades extractivas como los megaproyectos en sus territorios, y cuyos resultados han sido varios casos de víctimas mortales o amenazas a defensores del territorio.

			El quinto capítulo, “Militarización en zonas de hidrocarburos: ¿protección efectiva o medida paliativa?”, de Beatriz Adriana Olivera Villa, expone los diferentes efectos que enfrentan las zonas que han sido militarizadas en México para enfrentar el problema de robo de combustible o huachicoleo. Destaca el detallado análisis histórico de la situación, así como los resultados que se han tenido hasta la actualidad con dicha estrategia.

			En el sexto capítulo, intitulado “El ‘oro rojo’ de Industrias Peñoles”, de Isidro Téllez Ramírez, se realiza un amplio análisis de la actividad extractiva de Industrias Peñoles, que pone énfasis de forma particular en la Minera Penmont que en la actualidad se encuentra en conflicto con los habitantes del ejido El Bajío en Sonora, en donde ha intervenido desde el crimen organizado hasta la policía minera para tratar de prevenir y deslegitimar la resistencia social del lugar.

			Por último, vale la pena resaltar que en esta obra los lectores encontrarán argumentación teórica e histórica, así como diversos casos documentados en donde se ejerce el uso de la fuerza pública, lo que pone en evidencia la debilidad institucional. Por lo anterior, los invitamos a que lean este libro, ya que consideramos que es un tema que tanto en México como en el resto de América Latina se debe debatir debido a las implicaciones sociales, ambientales, culturales y políticas que tiene hoy la militarización para poder obtener cada vez más bienes naturales.

			Aleida Azamar Alonso

			Ciudad de México, 2023.
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			Militarismo y extractivismo en México: dos caras de la continua descomposición del capitalismo y el descenso hacia la barbarie

			Carlos Tornel

			De varias formas el título de este texto es engañoso. El lector cuidadoso podrá objetar, puesto que el capitalismo siempre ha sido un sistema barbárico. En las tesis sobre la historia, Walter Benjamin (2003) formuló que es precisamente el proceso civilizatorio el principal responsable de la violencia.3 Dicho autor, siguiendo a Marx, también estableció que las revoluciones son el motor de la historia, pero tal vez las revoluciones deben convertirse en el freno de emergencia que busca “frenar el tren del progreso”.4 

			Los sucesos de las últimas décadas han dejado claro el hecho de que nos encontramos en una crisis civilizatoria (Lander, 2017). Este momento podría definirse como un interludio o un impasse. Utilizando la frase de Antonio Gramsci, nos encontramos en un momento en donde lo viejo se rehúsa a morir y lo nuevo no puede nacer. Es precisamente en el impasse, en el interregno, en el que los síntomas más mórbidos comienzan a aparecer (Gramsci, 1999).

			En el impasse es donde tenemos que formular un análisis teórico sobre las formas en las que los síntomas mórbidos del interregno se manifiestan y de este modo procurar desarrollar una teoría y una práctica para convertirnos en “el freno de emergencia”. Este capítulo revisa las tendencias militaristas en México durante las primeras dos décadas del siglo xxi, como el epítome de la descomposición del capitalismo y sus implicaciones para regiones como América Latina y el Sur global; para ello se recurre a tres argumentos principales: a) la militarización como una forma de asegurar acceso a los recursos naturales y a las nuevas fronteras extractivas del capitalismo, b) la militarización como un común denominador sin importar el carácter en turno de los gobiernos en la región y c) la exacerbación de la violencia y los procesos extractivos que se han convertido en la faceta más visible del capitalismo global. 

			En la primera sección, se identifica la forma en que el extractivismo ha tomado un papel central en la configuración y el carácter del capitalismo en América Latina. Se discuten algunas de las principales teorías que definen al extractivismo como una nueva fase del capitalismo, cuya simplificación de vidas, conocimientos, territorios y paisajes es esencial para comprender el papel del capitalismo contemporáneo. En este sentido, la militarización está estrechamente articulada a lo que podemos llamar la configuración de la división internacional del trabajo y la constitución de un modelo económico globalizado que ha definido el papel de América Latina como proveedor de “naturaleza barata” (Moore, 2015) durante los últimos quinientos años. Asimismo, en esta sección se analiza la forma en la que los megaproyectos desempeñan un papel esencial entre la dinámica del extractivismo y las contradicciones del capitalismo, así como el papel que tiene América Latina en este contexto (Gudynas, 2015; Gutiérrez Rivas, 2020; Harvey, 2014; Svampa, 2015).

			En la siguiente sección se identifica la forma en la que la militarización se ha exacerbado sin importar si los gobiernos en turno en buena parte de la región latinoamericana son de izquierda o de derecha. Este fenómeno es esencial para comprender la paradójica forma en la que, por un lado, el neoliberalismo ha diluido progresivamente y desdibujado las características de la soberanía nacional, mientras que por el otro, ha exacerbado la dependencia en las fuerzas armadas y la violencia que surge y se mantiene a través del Estado. En este contexto, comprender el papel del Estado es fundamental, pues revela el carácter del capitalismo contemporáneo al tiempo que propone una agenda de investigación, diálogo, pensamiento y práctica que recuperan la discusión sobre las autonomías comunitarias en América Latina y el papel del propio Estado en su configuración u obstaculización (Esteva, 2022; Gutiérrez Aguilar, 2020).

			En la tercera sección se retoma un diálogo entre los dos apartados anteriores puesto que la reconfiguración de la economía política, asociada con el proceso de la transición energética, la crisis climática y las estructuras geopolíticas internacionales, y aunada a la disponibilidad de recursos, demuestran que el militarismo, el despliegue de las fuerzas armadas y el uso o la amenaza de la violencia, no solo se ha convertido en una de las pocas formas en las que el capitalismo puede sostener la acumulación, sino que el propio modelo se ha hecho cada vez más dependiente de la amenaza y el uso de la violencia misma para asegurar acceso a estos medios de desposesión. En este sentido, este capítulo trata de identificar las formas de violencia que se perpetúan, al señalar el papel de las fuerzas armadas y el Estado que constituyen una fuerza indispensable para el extractivismo y la continuación de los ciclos de acumulación necesarios para sostener el capitalismo. 

			Comprender el papel del capitalismo, el extractivismo y las estructura de la economía política que rigen el proceso de militarización en América Latina ofrece una contribución para, por un lado, comprender las formas en las que las luchas por la autonomía se han distinguido de los procesos de toma del control del Estado, con el fin de articular una alternativa más allá del desarrollo y el extractivismo. Asimismo, permite comprender el carácter del capitalismo contemporáneo al entenderlo desde una perspectiva histórica que recupera discusiones como la teoría de la dependencia, la organización internacional del trabajo y la globalización desde una perspectiva contemporánea (Cederlöf, 2021).

			Este capítulo articula una propuesta sobre el militarismo en América Latina para evidenciar el carácter material que continúa siendo necesario para su desarrollo, pero argumenta que, a pesar de ello, no podemos restringir el análisis del mismo al carácter material del proceso extractivo. Para hacerlo, recupera ejemplos sobre el desarrollo de dos megaproyectos en México y el desalojo de la planta de Bonafont en Puebla en 2022 por las fuerzas armadas. 

			Aun cuando estos casos están focalizados en México, el texto argumenta que no son hechos aislados, sino que forman parte de una tendencia regional y global que debe ser entendida desde la misma aproximación teórica. En la última sección se presenta el extractivismo como una configuración y organización ontológica, a través de la cual es posible identificar las múltiples fronteras materiales y no materiales de las cuales es posible extraer valor (Acosta, 2012; Gudynas, 2021). 

			¿Un giro a la izquierda? De la vuelta neoextractivista del capitalismo y sus límites

			Durante la primera década del siglo xxi, América Latina se encontraba en un proceso de transformación política. La llegada de varios gobiernos progresistas o de izquierda al poder en el Cono Sur comenzaban a romper la ilusión de que el sistema político de la mayoría de los países en la región estaban regidos por el Consenso de Washington; es decir, un sistema que pone la valorización financiera al centro de su agenda y que incluía políticas de ajuste y privatización que redefinieron a los Estados como un agente regulador (Svampa, 2015, p. 66). Antes de la llegada de estos gobiernos, el extractivismo ya definía el carácter de América Latina en la división internacional del trabajo. Un proceso que se inicia con la configuración de las colonias en el siglo xvi, el extractivismo puede definirse simplemente como “la apropiación de los recursos y su comercialización como materias primas” (Gudynas, 2015).

			El paso del Consenso de Washington al neoextractivismo o lo que también se conoce como el Consenso de los Commodities, de acuerdo con Maristella Svampa (2015), emerge como una forma de analizar críticamente la transformación del capitalismo a cargo de los gobiernos progresistas de la región. En pocas palabras, el neoextractivismo se caracteriza por la inmensa escala de los proyectos, inversiones y las tendencias hacia la monoproducción que es intensiva en términos de capital (pero no en términos de trabajo). Se enfoca en la implementación masiva de proyectos extractivos orientados a la exportación y la acumulación y utilización de las rentas generadas por el gobierno. Asimismo, el neoextractivismo se entiende como un sistema complejo, cíclico y de rápida organización que reorienta a la economía hacia un sistema rentista con bajo valor agregado, mientras que profundiza la dinámica de acumulación por desposesión (Harvey, 2004) de tierras, recursos y territorios por grandes corporaciones a través de alianzas multiescalares con distintos gobiernos, lo que convierte al Estado en un mero operador de las rentas extractivas. Por último, el neoextractivismo se articula a través de un consenso que se manifiesta sobre el acuerdo —tácito o explícito— de que el carácter extractivo es una tendencia inevitable asociada a la enorme demanda global de minerales y recursos (Svampa, 2015). 

			El proceso extractivo normalmente implica la transformación de la naturaleza en unidades o recursos que pueden ser extraíbles, así como la expansión de las fronteras de la mercancía hacia otros espacios que solían ser considerados como improductivos. De esta forma, el neoextractivismo, junto con otras características del capitalismo contemporáneo, como el supuesto del crecimiento económico infinito y la mercantilización de casi todos los aspectos de la vida social, se ha convertido en un “sentido común”; es decir, en una forma naturalizada de interpretar la realidad, y ha reducido el entendimiento del mundo a las características de la modernidad capitalista, la cual concibe el progreso, el desarrollo y la modernidad occidental como el único proyecto de mundo viable y existente desde hace cinco siglos (Grosfoguel, 2018).

			El neoextractivismo en la región está articulado con el surgimiento de China en la economía mundial. Por un lado, la enorme demanda de minerales y materias primas permitió a los Estados de la región utilizar las rentas para invertirlas en el desarrollo de programas públicos, lo que convirtió al Estado en un gestor de las rentas extractivas, rompiendo con la lógica neoliberal del Consenso de Washington. El mismo proceso extractivo, sin embargo, se caracteriza por lo que Martin Arboleda (2020) llama la “mina planetaria”, que implica la articulación de múltiples formas de extracción —aparentemente desconectadas— en distintos sectores de la economía, desde la extracción física de minerales y la precarización de las relaciones laborales hasta la organización logística y financiera del capitalismo (Mezzadra y Neilson, 2017). Al mismo tiempo, las formas inmateriales de extracción se expanden rápidamente hacia las plataformas (Srnicek, 2016), la vigilancia (Zuboff, 2020) y la extracción logística de datos (Mezzadra y Neilson, 2017). 

			Lo anterior ha suscitado una larga discusión sobre la naturaleza del extractivismo. Por un lado, Mezzadra y Neilson (2017; 2019) reconocen que la extracción no puede entenderse como un concepto meramente material, sino que tiene que ampliarse hacia otras esferas de las actividades humanas y económicas. Entre estas destacan la extracción de datos o de criptomonedas. Desde una perspectiva colonial, el extractivismo suscita no solo una extracción o pillaje material, sino que, al articularse con el pensamiento occidental-céntrico, reproduce una construcción existencial (ontológica), a través de lo que Quijano (2000) denomina la matriz colonial de poder (mcp): un sistema que replica las jerarquías, constituye la organización internacional del trabajo y reproduce la colonialidad a través de dos mecanismos principales: la codificación de la diferencia racial entre los europeos y los no europeos (en donde los segundos parecen y se autoentienden como naturalmente inferiores) y a través de la institucionalización de sistemas de dominación cultural que operan en el registro del conocimiento, el ser y el poder (Rodríguez, 2020). Es decir, la colonialidad instituye una forma de organización social en la que, aun considerando el fin del colonialismo como un sistema político, opera a través de registros culturales y simbólicos. Lo anterior se manifiesta por medio de conceptos normativos como el desarrollo o progreso, la eliminación o deslegitimación de otro tipo de conocimiento y en los procesos cada vez más violentos de extracción (Mignolo, 2018). Ontológicamente, el extractivismo es “una forma de ser y estar en el mundo” (Grosfoguel, 2015). Desde esta perspectiva, el capital y la modernidad se han estratificado e intercalado para formar una racionalidad en donde las zonas de sacrificio se universalizan, la violencia se naturaliza y las estructuras extractivas se convierten en una forma particular de entender la realidad (McNeish y Shapiro, 2020).

			Así, la mina planetaria surge como “una forma de articular la aparente desorganización de las actividades extractivas bajo un sistema organizado, internamente cohesionado de extracción de valor” (Ye et al., 2020, p. 159). Entender el extractivismo ontológicamente permite ver la forma en la que la extracción se ha convertido en un proceso cíclico de auge y rupturas (boom and burst), por medio de los cuales es posible identificar nuevas fronteras de la mercancía (materiales e inmateriales). Una vez que se extare el valor de estas fronteras, las fuerzas del capital buscan identificar nuevas fronteras, a través de la inversión en tecnología y ciclos de acumulación, dejando a su paso degradación, esterilidad y desperdicio (Tsing, 2015). Este último punto es clave para comprender cómo el capitalismo se está topando con sus límites internos así como su interacción con los límites externos (como se describe enseguida). Dicho proceso no es un fenómeno reciente sino que está estrechamente asociado a la modernización capitalista: encarnada en el extractivismo, se encuentra la lógica moderna que separa al ser humano de la naturaleza, idea esencial para comprender cómo la modernidad eurocéntrica surge y se constituye junto con el sistema-mundo capitalista (Dussel, 2015; Maldonado Torres, 2017).

			Capitalismo, colonialismo y extractivismo 

			Inscrita en este proceso extractivo, se encuentra una larga historia que ha caracterizado la forma en que América Latina se ha integrado a la división internacional del trabajo y a la configuración del capitalismo global. Las prácticas extractivas, definidas como la creación de un monopolio de recursos que buscan extraer trabajo, naturaleza y energía sin reproducir las fuentes de producción, que pueden situarse materialmente con el surgimiento de la modernidad europea y, más tarde, por su ideología, en los periodos de revolución científica y la Ilustración (Merchant, 1983). Si comprendemos que el colonialismo es constitutivo del capitalismo, entonces se vuelve evidente que el proceso extractivo ha sido una condición esencial para perpetuar el sistema colonial que configura el capitalismo contemporáneo (Coulthard, 2014; Echeverría, 1989; Wallerstein, 1983).

			Siguiendo el argumento de Jason W. Moore (2015), el capitalismo no es simplemente un sistema económico, sino una forma de organizar la naturaleza. Desde esta perspectiva, la organización colonial y patriarcal que reproduce e instituye jerarquías se organiza íntimamente con la lógica avasallante del capitalismo (Gutiérrez-Rivas, 2020). Moore incorpora en su definición el término naturaleza barata (cheap Nature), que se refiere a la forma en la que las capacidades del capital, el imperio y la ciencia se movilizaron para apropiarse del trabajo y la energía no remunerados. El término barato se extiende al trabajo, la energía, la comida y los recursos, los cuales se consideran como fuentes de acumulación de capital que no deben ser (re)abastecidas. De esta forma, la idea de la dominación de la naturaleza y la separación cartesiana es clave para construir una idea colonial de extracción, dominación y explotación, que podía extenderse a otras esferas “no productivas” de la sociedad, pero que se convirtieron en esenciales para la reproducción de la esfera productiva del capital, como el trabajo del cuidado asociado con las mujeres, la racialización y explotación de sujetos —a quienes se consideraba más cercanos a la naturaleza que a la esfera social— y de la naturaleza misma como productor de recursos y energía (Fraser, 2014; Moore, 2015; Quijano, 2000).

			De esta forma, la extracción siempre ha estado categorizada por una constante demanda de trabajo, minerales, comida y energía baratos, que se ha justificado a través de narrativas y regímenes jurídicos que permitieron la expansión de la lógica colonial y que se manifiestan y hacen perceptibles en los términos materiales y espaciales de la extracción. Conceptos como terra nullius (Blaser y De la Cadena, 2018; Fritzmaurice, 2007) cuya traducción es “tierra de nadie”5 o “la doctrina del descubrimiento” (Miller, 2019), que se instituyeron como categorías de la expansión colonial desde el siglo xviii, han sido clave para permitir al sistema de organización colonial tener acceso a distintos territorios —desde las arenas bituminosas de Alberta, pasando por las minas de carbón en Gales (Milbourne y Mason, 2017), hasta las fábricas de viento en Oaxaca y Yucatán (Dunlap, 2017).

			La simplificación asociada con este modelo se construye a través de una alienación de la mercancía de su contexto social. Entender el extractivismo de esta forma refleja lo que Sousa Santos (2014) denomina la sociología de las ausencias; es decir, las formas en las que el sistema colonial en su interacción con la modernidad capitalista han producido activamente la eliminación de ciertos tipos de conocimientos y formas de vida; es decir, que se han producido como no existentes. 

			Desde el punto de partida de la sociología de las ausencias, surge también una transformación de la concepción del extractivismo. Por un lado, el extractivismo se ha expandido a una forma de extracción cognitiva o epistémica; es decir, que busca apropiarse del conocimiento para explotarlo y convertirlo en mercancía, al mismo tiempo que elimina o deslegitima la posibilidad de reconocer el conocimiento no moderno como tal (Klein, 2013; Simpson, 2018). Como indica Dussel (2015), una de las características esenciales del eurocentrismo es que es el único sistema en la historia de la humanidad que se distingue por ser una universalización etnocéntrica.

			La extracción cognitiva se manifiesta a través de una apropiación de conocimiento e ideas que se presentan como innovadoras en un contexto occidental. Simpson (2018) presenta un ejemplo claro alrededor de la idea del desarrollo sostenible: “En la mentalidad extractivista todo objeto, tecnología o idea producida por las culturas indígenas que les sea útil es extraída y asimilada a las culturas de los colonizadores sin tomar en cuenta a los pueblos que produjeron dichos conocimientos” (Grosfoguel, 2015, p. 39). La lógica del desarrollo en la que se insertan se articula de tal forma que el proceso extractivo implica eliminar la alteridad del conocimiento para expresarlo en la matriz epistémica existente. Este proceso es al mismo tiempo una forma de perpetuar un sistema hegemónico en términos epistémicos, como una estrategia para reconocer de forma condescendiente otras formas de pensar, ser, existir en el régimen dominante (Coulthard, 2014; Walsh, 2018) e incluso funciona como una estrategia para disciplinar a las poblaciones a través de tácticas de contrainsurgencia que permiten prevenir la organización local y que constituyen y legitiman conceptos como “el desarrollo como un ‘sentido común’” (Dunlap, 2022).

			Ecuador y Bolivia ofrecen un ejemplo: ambos países incluyeron un sistema pluricultural y el reconocimiento de los derechos de la naturaleza en sus respectivas constituciones, por lo que dieron un paso significativo hacia la posibilidad de superar las características coloniales y capitalistas del Estado contemporáneo. Como varios teóricos han analizado, ninguno de estos experimentos pretendió abandonar la idea del desarrollo —sino que promovieron un desarrollo alternativo (Dinerstein 2015; Gudynas, 2021; Riofrancos, 2020)—. El extractivismo, según Gudynas, se mantuvo siempre en el centro de las políticas —tanto de derecha como de izquierda— para justificar cualquiera de sus proyectos de gobierno: soluciones a la pobreza, empleo, desarrollo y crecimiento económico. En ambos casos, los intereses del capital por extraer colisionaron con largas luchas por el territorio, en donde casi siempre prevalecieron las lógicas extractivas (Anthias, 2018). Como establece Eduardo Gudynas (2015), el extractivismo se ha convertido en una noción naturalizada o entendida como sentido común: 

			Aunque la modernidad implica una secularización de la vida social y política, conceptos relacionados como el progreso y el desarrollo fueron reformulados, para dotarlos de atributos milagrosos, lo que ha llegado a extremos, como creer que los seres humanos tienen el poder y las habilidades para dominar y manejar la naturaleza, y que las ciencias cartesianas omniscientes y las marcas son los principales proveedores de una buena vida. El extractivismo se apoya en esta nueva base teológica (Gudynas, 2021, p. 60).

			Lo anterior no solo demuestra el carácter del extractivismo más allá de las políticas de izquierda o derecha en el contexto del Estado, sino que deja ver cómo la colonización del imaginario que rige el extractivismo sigue presente de tal manera que se manifiesta como un “estado natural” (Leff, 2017).

			Megaproyectos

			Si partimos de que efectivamente el extractivismo ha sido una de las piezas constitutivas que han caracterizado la época moderna y que el capitalismo se encuentra en una fase de crisis terminal en la que el extractivismo se ha vuelto cada vez más violento en sus formas de despojo, es entonces necesario considerar el papel que tienen los megaproyectos en este sentido. Recientemente, Gutiérrez-Rivas (2020) ha formulado una caracterización de los megaproyectos como parte esencial para comprender el extractivismo en América Latina. Según el investigador, para entender esta dinámica es necesario retomar el carácter geográfico del capitalismo y las contradicciones que lo caracterizan como sistema social institucionalizado. 

			Retomado el trabajo de Harvey (2004; 2014), Gutiérrez-Rivas argumenta que los megaproyectos operan dialécticamente como una estrategia que busca resolver las contradicciones y crisis del capitalismo —sobreproducción, sobreacumulación de capital y degradación socioecológica—. Al absorber la sobreproducción de capital a través de inversiones gigantescas que suelen durar largos periodos, el desarrollo de proyectos de infraestructura permite “diferir la reentrada del valor del capital a circulación en el futuro” (2004, p. 109). Destaca así la inversión en infraestructura y megaproyectos, los cuales permiten absorber excedentes para la creación de nuevos mercados, instituir nuevas relaciones de producción, capacidades y la creación de nuevas fronteras de mercancía. Sin embargo, la inversión en estas obras de infraestructura es temporal; es decir, estas no resuelven las contradicciones internas del capitalismo, aunque sí logran desplazar o “mover de lugar” las crisis del capital a través de la “producción del espacio” (2004, p.115).
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Acto en honor de los Nifios Héroes en Atemajac, Jalisco (2005).





